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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia - 1ª instancia - 19 de mayo de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Declara improcedente el amparo

Radicación Nro. :
66001-22-13-000-2017-00472-00

Accionante: 
DAGOBERTO AGUDELO AGUIRRE 
Accionado:
DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJERCITO NACIONAL

Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 
NO HA PRESENTADO SOLICITUD A LA ENTIDAD ACCIONADA / IMPROCEDENCIA. [S]i la parte accionada no ha tenido a su alcance ninguna solicitud como la que aquí se plantea, para que brinde servicios de salud, o convoque a una nueva junta médica, no hay cómo achacar la trasgresión de los derechos fundamentales que menciona Dagoberto Agudelo Aguirre. Solo cuando se logre establecer que se obró de esa manera y que la respuesta fue negativa, se podría analizar si se dio la trasgresión que ahora se le endilga a los accionados. Ahora bien, no está por demás indicar que si lo que se busca es la protección del derecho a la salud, como lo afirma el mismo libelista y lo dejan ver los documentos traídos con la acción, luego de su salida de la entidad castrense, ha estado cobijado por el sistema, en el régimen subsidiado, al punto que se le ha hospitalizado en varias clínicas especializadas y está actualmente bajo tratamiento. Corolario de lo anterior, es que la acción impetrada se torna improcedente, y así se declarará.
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Acta N° 261 de mayo 19 de 2017
  



Decide la Sala la acción de tutela promovida por Dagoberto Agudelo Aguirre contra el Ejército Nacional de Colombia y la Dirección de Sanidad de la misma institución, a la que fueron vinculados la Dirección General de Sanidad Militar del Ejército; el Batallón de Combate Terrestre No. 144 “Vicente Vanegas” con sede en Arauca y  la Junta Médica Laboral 77033 de la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional.
ANTECEDENTES

Dagoberto Agudelo Aguirre, acudió a esta vía en procura de la protección de los derechos fundamentales “a la salud, a la seguridad social, al derecho de petición, al debido proceso, a la inclusión, estabilidad laboral reforzada” que estima vulnerados por el Ejército Nacional y la Dirección de Sanidad.
Expresó que ingresó al Ejército como soldado bachiller y luego se vinculó, en el año 2012, como soldado profesional y prestó su servicio en el Batallón de Combate Terrestre No 144 “Vicente Vanegas” con sede en Arauca; el 9 de marzo de esa anualidad se resbaló con su equipo de armamento y sufrió una lesión en la columna vertebral, lo que posteriormente le generó crisis depresivas; por recomendación de sus superiores solicitó la baja e inició proceso de junta médica para determinar pérdida de capacidad laboral; en su resultado, notificado el 12 de mayo de 2013 (f. 167 y 168), no se tuvo en cuenta su estado psicológico cuando ya iniciaba graves trastornos depresivos y de esquizofrenia, pero se le negó el tratamiento pertinente o la reubicación inmediata del cargo; le ordenaron regresar al Batallón No. 144, pero se negó a hacerlo; por su condición depresiva ha estado hospitalizado en clínicas especializadas en psiquiatría. 
Agregó que el Ejército no acogió  una reubicación laboral para que mejorara su estado de salud, por cuanto no es apto para el servicio, y lo despidió en condiciones desfavorables; se  ha tornado agresivo en su entorno familiar  y no puede desempeñar ninguna actividad de trabajo; tiene tratamiento continuo por psiquiatría por diversos diagnósticos que controla con la medicación que se le brinda; que ante la afección progresiva en su columna como lo enseña su historia clínica, es indispensable una nueva valoración por Junta de Calificación.
Pidió, por tanto, el amparo de los derechos invocados; se ordene a los demandados restablecer su prestación en el servicio de salud para empezar control, tratamiento y seguimiento por especialistas; que se expidan los respectivos conceptos médicos y se programe cita para valoración de Junta Médica Laboral y se realice una nueva calificación integral, incluyendo todas las patologías expuestas en la historia clínica.
Entre otros documentos, aportó copias del Acta de Junta Médica Laboral y de documentos que dan cuenta de la prestación de varios servicios de salud que se le han dispensado.
A ese escrito se le dio el trámite de rigor con la vinculación de la Dirección General de Sanidad Militar del Ejército; Batallón de Combate Terrestre No. 144 “Vicente Vanegas” con sede en Arauca y  la Junta Médica Laboral 77033 de la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional,  y se corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa. Se pronunció el Coordinador Logístico del Batallón, quien señaló que esa unidad carece de atribuciones para ordenar y prestar los servicios médicos que solicita el demandante. 
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



En ejercicio de esa garantía, acudió Dagoberto Agudelo Aguirre en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, para que sea restablecido su derecho a la salud por parte de la demandada; se le imponga a la autoridad expedir conceptos médicos, programar una nueva cita para valoración por Junta Médica Laboral y realizar una calificación integral que incluya todas las patologías que reposan en la historia clínica, por haber sido adquiridas mientras estuvo en el Ejército.
   



Constantemente
, recuerda la Corte Constitucional que la procedencia de la acción de tutela depende de la observancia, de dos requisitos generales: subsidiariedad e inmediatez. Sobre ellos, se tiene
 que: 

La Corte Constitucional a través de su jurisprudencia ha señalado que el respeto a los requisitos de subsidiariedad e inmediatez, como exigencias generales de procedencia de la acción de tutela, ha sido tradicionalmente una condición necesaria para el conocimiento de fondo de las solicitudes de protección de los derechos fundamentales, por vía excepcional. De hecho, de manera reiterada, esta Corporación ha reconocido que la acción de tutela, conforme al artículo 86 de la Carta, es un mecanismo de protección de carácter residual y subsidiario
, que puede ser utilizado ante la vulneración o amenaza de derechos fundamentales cuando no exista otro medio idóneo y eficaz para la protección de los derechos invocados, o cuando existiendo no sea expedito u oportuno, o sea necesario el amparo como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable
. 

4.2. Inmediatez. En lo que hace referencia al denominado requisito de la inmediatez, la acción de tutela debe ser interpuesta dentro de un plazo razonable y proporcionado a partir del evento generador de la supuesta amenaza o violación de los derechos fundamentales, so pena de que se determine su improcedencia
.  

En el caso bajo estudio narró el residente del predio afectado que “[e]l día 21 de Abril del año en curso observ[ó] desde [su] residencia ubicada en la vereda el Volcán [del] municipio de La Calera, que […] en el predio vecino […] se daba inicio a una construcción que inicialmente parecía ser destinada a una casa. Al ver esto, y dado que no fu[e] notificado como exige la ley, además de que nunca fueron colocadas en lugar visible las vallas informativas e incluso, una de estas, la valla blanca de inicio de obra nunca fue colocada, [s]e comuni[có] con el propietario del predio vecino quien [l]e informó que la empresa de telecomunicaciones Comcel S.A. iba a instalar en su predio una antena de comunicación celular”
 (folio 4). Lo anterior indica que una vez Sergio Hernando Durana Londoño observó que en el predio colindante se daba inicio a una construcción y luego de hacer averiguaciones al respecto con el señor Plácido Vicente García Díaz, propietario del terreno intervenido, interpuso el dos (2) de mayo de dos mil dieciséis (2016) la acción de tutela. Es decir, que la solicitud de amparo se presentó en menos de quince (15) días siguientes al hecho que se identifica como generador de la vulneración de derechos fundamentales, plazo que se estima razonable.

4.3. Subsidiariedad. Conforme al artículo 86 de la Carta la acción de tutela está revestida de un carácter subsidiario. Al respecto la Corporación, en reiterada jurisprudencia
, ha determinado que puede ser utilizada para evitar un perjuicio irremediable. En relación con dicho perjuicio ha señalado que debe ser inminente, grave, urgente e impostergable, esto es, que el riesgo o amenaza de daño o perjuicio debe caracterizarse por tratarse de “[…] una amenaza que está por suceder prontamente; (ii) [porque] el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) porque las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable sean urgentes; y (iv) porque la acción de tutela sea impostergable a fin de garantizar que sea adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad”
.
  



En el caso de ahora, la primera de tales exigencias se incumple. Esto, por cuanto se halla que en los años 2013 y 2015 (f. 8, 9, 167 y 168), el actor recibió notificaciones de los resultados concluyentes de las Juntas Médicas Labores convocadas para determinar su situación. Tales sucesos, como se ve, ocurrieron entre 2 y 4 años atrás, sin que el afectado se hubiera preocupado, en todo este tiempo, de procurar la satisfacción de sus derechos, bien ante la entidad misma, o por la vía constitucional, como pretende ahora.
  



Ni siquiera tuvo en cuenta que al momento de las notificaciones de rigor, se le hizo saber (f. 9 y 168 v.) que contra las decisiones adoptadas, procedía el recurso de solicitar convocatoria de Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar en un plazo de 4 meses. Es decir que desdeñó la posibilidad que se le brindaba, ante la misma entidad, de que pidiera una nueva valoración, por parte del Tribunal aludido, prueba adicional, para concluir que ha dejó transcurrir el tiempo sin preocuparse por la situación que lo aqueja y que ahora pretende solucionar con esta expedita acción.
De vieja data, la misma Corte Constitucional ha enseñado que aunque el reclamo constitucional no tiene previsto un término de caducidad o de prescripción, por su naturaleza misma, es decir, por envolver la necesidad de una protección inmediata, ante la presencia de una agresión o amenaza inminente de un derecho, con esa misma prontitud, o al menos en un tiempo prudencial, debe procurarse la intervención del juez constitucional. 
Solo se admiten excepciones a esta regla cuando se está frente a un sujeto de especial protección, de lo que no hay evidencia en el caso concreto; o cuando se justifica razonadamente la tardanza, lo cual tampoco ocurre.  
Por algo, se ha explicado
 que: 

    


“…Para establecer la razonabilidad del tiempo transcurrido entre el desconocimiento de la atribución fundamental y el reclamo ante el juez constitucional, la jurisprudencia ha establecido un conjunto de pasos o espacios de justificación. Al respecto, la sentencia T-743 de 2008 precisó lo siguiente:

“La Corte Constitucional ha establecido algunos de los  factores que deben ser tenidos en cuenta para determinar la razonabilidad del lapso: (i) si existe un motivo válido para la inactividad de los accionantes; (ii) si la inactividad justificada vulnera el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión; (iii) si existe un nexo causal entre el ejercicio tardío de la acción y la vulneración de los derechos fundamentales del interesado;
 (iv) si el fundamento de la acción de tutela surgió después de acaecida la actuación violatoria de los derechos fundamentales, de cualquier forma en un plazo no muy alejado de la fecha de interposición.

A partir del desarrollo de las nociones mencionadas, el juez de tutela puede hallar la proporcionalidad entre el medio judicial utilizado por el accionante y el fin perseguido, para de esta manera determinar la procedencia de la acción de tutela como mecanismo idóneo para la protección del derecho fundamental reclamado...
”.
  



Suficiente lo anterior para declarar improcedente el amparo deprecado. 

   



Con todo, aun si se considerara que por las serias afecciones que presenta el demandante, se pudiera dar por superada esa exigencias de procedibilidad, bastaría señalar que nada acredita, ni siquiera se anuncia así en el libelo, que el interesado le hubiese presentado a las entidades respectivas una solicitudes similar a la que aquí invoca, de manera directa, para que pudiera evaluar nuevamente su situación. De manera que la sola manifestación suya en este escenario constitucional, de que requiere el restablecimiento de sus derechos, para que se le brinden unos servicios que, pasado largo tiempo, no le ha exigido al Ejército Nacional, no puede abrir paso a una vulneración o amenaza de los mismos que deba ser conjurada por el juez. 
Dicho de otro modo, si la parte accionada no ha tenido a su alcance ninguna solicitud como la que aquí se plantea, para que brinde servicios de salud, o convoque a una nueva junta médica, no hay cómo achacar la trasgresión de los derechos fundamentales que menciona Dagoberto Agudelo Aguirre. Solo cuando se logre establecer que se obró de esa manera y que la respuesta fue negativa, se podría analizar si se dio la trasgresión que ahora se le endilga a los accionados. 
Ahora bien, no está por demás indicar que si lo que se busca es la protección del derecho a la salud, como lo afirma el mismo libelista y lo dejan ver los documentos traídos con la acción, luego de su salida de la entidad castrense, ha estado cobijado por el sistema, en el régimen subsidiado, al punto que se le ha hospitalizado en varias clínicas especializadas y está actualmente bajo tratamiento. 
  



Corolario de lo anterior, es que la acción impetrada se torna improcedente, y así se declarará.
 



Se absolverá a los vinculados por no hallar de su parte resquebrajamiento alguno de los derechos del demandante.





DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Dagoberto Agudelo Aguirre contra contra el Ejército Nacional de Colombia y la Dirección de Sanidad de la misma institución.

Se absuelve a los demás citados al asunto. 

  



Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

  



Si no es impugnada remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
A su regreso archívese. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
                       DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia T-061 de 2017.


� Sentencia T-713 de 2016


� Sentencia T-827 de 2003 (M.P. Eduardo Montealegre Lynett). 


� Sobre la procedencia de la acción de tutela como mecanismo transitorio, para evitar un perjuicio irremediable, resultan relevantes las sentencias T-225 de 1993 (MP Vladimiro Naranjo Mesa) en la cual se sentaron la primeras directrices sobre la materia, que han sido desarrolladas por la jurisprudencia posterior;  T-1670 de 2000 (MP Carlos Gaviria Díaz),  SU-544 de 2001 (MP Eduardo Montealegre Lynett), SU-1070 de 2003 (MP Jaime Córdoba Triviño), T-827 de 2003 (MP. Eduardo Montealegre Lynett), T-698 de 2004 (MP Rodrigo Uprimny Yepes) y C-1225 de 2004 (MP. Manuel José Cepeda Espinosa).
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� Folio 4.


� Sobre la procedencia de la acción de tutela como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, resultan relevantes las sentencias T-225 de 1993 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), en la cual se sentaron la primeras directrices sobre la materia, que han sido desarrolladas por la jurisprudencia posterior; SU-544 de 2001 (M.P. Eduardo Montealegre Lynett. S.V. Rodrigo Escobar Gil, Marco Gerardo Monroy Cabra y Álvaro Tafur Galvis); SU-1070 de 2003 (M.P. Jaime Córdoba Triviño. S.V. Rodrigo Escobar Gil, Marco Gerardo Monroy Cabra, Eduardo Montealegre Lynett Y Clara Inés Vargas Hernández; A.V. Jaime Araujo Rentería; A.V. Jaime Córdoba Triviño; A.V. Alfredo Beltrán Sierra); T-827 de 2003 (M.P. Eduardo Montealegre Lynett), y T-1225 de 2004 (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa). 
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